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RESUMEN 

Colombia es un país democrático que a través de sus normas y políticas 

trata de ser un país equitativo y justo en los aspectos que abarcan los derechos 

fundamentales de sus ciudadanos dentro de los cuales se encuentra la salud. 

Esta investigación tiene como objetivo analizar las decisiones judiciales sobre 

la excepción de inembargabilidad a los recursos de la salud de la E.S.E 

Hospital La Unión Sucre en la vigencia 2023-2024. El abordaje que se hace en 

esta investigación corresponde al paradigma cualitativo, enfoque jurídico con 

fundamento en el análisis de información secundaria. Para la consecución de 

los resultados se recurre al muestreo teórico como la herramienta metodológica 

necesaria, integrando un total de cinco sentencias donde el ejecutado es la 

E.S.E Hospital La Unión Sucre, proferidas por despachos judiciales en los que 

se encuentra el Juzgado Segundo Administrativo Oral del Circuito Judicial de 

Sincelejo, el Juzgado Segundo Promiscuo del Circuito de San Marcos - Sucre y 

el Juzgado Primero Promiscuo del Circuito de San Marcos - Sucre. Se acudió a 

la hermenéutica jurídica como método de análisis lo que conllevó a concluir que 

los jueces al decretar las medidas cautelares de embargo, no distinguen entre 

cuáles son los recursos aplicables de medidas y aquellos a los que no se le 

aplica dichas excepciones, y lo que hacen es agrupar de forma homogénea 

todos los recursos sin distinción alguna, trayendo consigo un problema de tipo 

jurídico, financiero y administrativo para las entidades que administran estos 

recursos y en el peor de los casos ocasionando una parálisis de carácter 

funcional en la prestación del servicio de salud de los ciudadanos del municipio 

de La Unión, Departamento de Sucre. 



PALABRAS CLAVES: Praxis, Excepciones, Inembargabilidad, Recursos 

Públicos 

ABSTRACT 

Colombia is a democratic country that, through its norms and policies, strives to 

be equitable and fair in all aspects covering the fundamental rights of its 

citizens, including health. This research aims to analyze judicial decisions 

regarding the non-seizability exception to the health resources of the E.S.E 

Hospital La Unión Sucre during the 2023-2024 period. The approach taken in 

this research corresponds to the qualitative paradigm, a legal approach based 

on the analysis of secondary information. To obtain the results, theoretical 

sampling is used as the necessary methodological tool, integrating a total of five 

judgments where the executed party is the E.S.E Hospital La Unión Sucre, 

issued by judicial offices including the Second Oral Administrative Court of the 

Sincelejo Judicial Circuit, the Second Mixed Court of the San Marcos Sucre 

Circuit, and the First Mixed Court of the San Marcos Sucre Circuit. Legal 

hermeneutics was used as a method of analysis, which led to the conclusion 

that when judges decree precautionary embargo measures, they do not 

distinguish between which resources are applicable to the measures and those 

to which said exceptions do not apply, and what they do is group all the 

resources homogeneously without any distinction, bringing with it a legal, 

financial and administrative problem for these entities that manage these 

resources and, in the worst case, causing a functional paralysis in the provision 

of health services to the citizens of the municipality of La Unión, Department of 

Sucre. 
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INTRODUCCION 

La inembargabilidad de los recursos públicos es un principio 

constitucional que busca proteger los recursos del Estado para que estos sean 

aplicados a los fines estatales en beneficio general de los colombianos, entre 

los que se encuentran aquellos dineros con destinación específica tales como 

los recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud –SGSSS y  

aquellos provenientes de la Administradora del Sistema General de Seguridad 

Social en Salud –ADRES.  

La errónea interpretación a la excepción de la inembargabilidad por parte 

de los jueces al decretar medidas de embargo sobre recursos públicos con 

destinación específica como lo son aquellos cuyo fin es la prestación del 

servicio de salud a través de las instituciones prestadores de salud 

encontrándose dentro de ellas las Empresas Sociales del Estado; conllevan a 

la imposibilidad de prestar un servicio de salud, carente de elementos 

necesarios para la prestación del mismo, teniendo en cuenta que al embargar y 

retener estos dineros que poseen protección especial según el ordenamiento 

jurídico, trae consigo un desfinanciamiento de las entidades como la E.S.E 

Hospital La Unión - Sucre, que impide la prestación del servicio de salud al 

tener sus cuentas bancarias bloqueadas. Es por ello, la importancia de analizar 

el alcance del sistema público de prestación de servicios de la salud en 

Colombia y los recursos públicos para su efectiva prestación, analizar los fallos 

judiciales sobre el decreto de medidas cautelares sobre los recursos de la 

E.S.E Hospital La Unión y por consiguiente indagar sobre la excepción a la 

inembargabilidad, por los cuales ha fallado la praxis judicial al emitir medidas 

cautelares en sus providencias. 

ESTADO DEL ARTE 

El estado del arte es una parte fundamental en la estructuración de esta 

investigación puesto que permitió realizar un recorrido bibliográfico a través de 

textos, normas, revistas, artículos, tesis, etc. A partir de lo cual le da validez a 

la investigación. Inicialmente, la trayectoria fue enfocada en identificar la 

investigación que se pretendía realizar proporcionándole un título e 

identificando la situación problema, la cual se enmarca en analizar aspectos 



sobre la excepción de la inembargabilidad de los recursos de la E.S.E. Hospital 

La Unión en la vigencia 2023- 2024 y delimitar los objetivos generales y 

específicos. Seguidamente se continuó en una búsqueda bibliográfica, a través 

de palabras clave, que ayudaran a fundamentar conceptual y 

metodológicamente la investigación. Las investigaciones  seleccionadas para 

dar basamento al trabajo se describen a continuación: 

EL PRINCIPIO DE INEMBARGABILIDAD DE LOS RECURSOS DEL 

SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD EN COLOMBIA Y SU 

IMPACTO AL DERECHO A LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA. (CASTAÑO, 

2021). En este artículo el autor analiza el origen de los recursos del Sistema 

General de Seguridad Social en Salud, posteriormente, se estudia el principio 

de inembargabilidad de los recursos públicos y a partir del mismo, determina su 

alcance a nivel normativo y jurisprudencial, con el propósito de confrontarlo con 

el derecho a la tutela judicial efectiva y fijar una posición crítica sobre el 

particular. 

ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL A LOS CRITERIOS, REGLAS Y 

EXCEPCIONES A LAS EXCEPCIONES SOBRE LA EMBARGABILIDAD DE 

LOS RECURSOS DE TIPO PÚBLICO EN EL ESTADO COLOMBIANO. 

(ALFONSO Y OTROS, 2023).  El autor estudia la inembargabilidad de los 

fondos estatales, por cuanto busca proteger los fondos y bienes, garantizando 

de tal manera su disponibilidad para el cumplimiento de los fines públicos. No 

sin antes analizar las excepciones a la inembargabilidad de dichos fondos que 

ha sido desarrollado por la jurisprudencia colombiana, permitiendo el embargo 

de recursos públicos en circunstancias específicas y bajo determinadas 

condiciones. 

PRINCIPIO DE INEMBARGABILIDAD DE LOS BIENES Y RECURSOS 

PÚBLICOS: EXCEPCIONES EN LA JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL Y 

SU APLICACIÓN EN LAS DECISIONES DEL CONSEJO DE ESTADO (1992-

2019). (VARGAS, 2020).  El autor explica la forma en la que surgen en el 

Estado colombiano este tipo de situaciones. La investigación se realizó de cara 

a la potestad de libertad legislativa, esto debido a que si bien se han ido 

considerando una serie de bienes inembargables por condiciones de protección 



misma del Estado, también se tuvo en cuenta que podrían darse ciertas 

excepciones como una forma o garantía para que los acreedores inmersos en 

un litigio con el Estado tuvieran un mecanismo para poder asegurar la tutela 

judicial efectiva. En tal sentido, aquí se muestra que el papel del legislador es 

determinante para establecer los parámetros mientras que el de la Corte es el 

de establecer los lineamientos para poder efectuar las respectivas 

excepciones. Por tanto, aporta basamento conceptual y jurídico que da lugar a 

la investigación. 

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

El derecho a la salud se considera fundamental, en primera medida por 

las decisiones de la Corte Constitucional, al indicar que tiene dicho carácter en 

conexidad con el derecho fundamental a la vida. Así mismo, porque fue por 

medio de la Ley 1751 de 2015, Ley Estatutaria de Salud, donde se 

establecieron los principios, derechos y deberes en salud, elevándose éste 

como un derecho fundamental. 

La Constitución Política de 1991 en su artículo 49, estableció la atención 

de la salud y el saneamiento ambiental, determinando la salud como un 

servicio público esencial, prestado bajo el control, la dirección, coordinación de 

la Nación, teniendo como apoyo a la prestación del mismo los agentes públicos 

y privados. A pesar de ello a través de los años este servicio ha ido en 

detrimento no sólo por la malversación de los fondos que terminan en las arcas 

personales de toda una estructura administrativa, sino que las entidades 

prestadoras de los servicios terminan atiborradas de demandas que no les 

facilitan el cumplimiento de sus deberes. 

Consciente de tal situación, el Congreso de la República con posterioridad 

a la Carta Magna, creó la Ley 60 de 1993 la cual dio impulso al mandato 

constitucional por medio de normas que dieron origen a la descentralización del 

sistema de salud trayendo consigo autonomía administrativa y financiera  a las 

instituciones prestadoras de salud como lo es la Empresa Social del Estado, 

entrando consigo la Ley 100 del mismo año por medio de la cual surgió el 

actual Sistema General de Seguridad Social en Salud -SGSSS. Esto permitió 

gestar un sistema de seguridad social integral con el único objetivo de 



garantizar los derechos irrenunciables de las personas con un solo fin que es 

obtener calidad de vida acorde con la dignidad humana, en procura de no sufrir 

desequilibrios económicos y sociales trayendo consigo un conjunto entre 

pensión, salud, riesgos laborales y servicios sociales complementarios. Sin 

embargo, muy a pesar de la intención de la Ley, las quejas de los ciudadanos 

por el mal servicio no cesaron y cada día más se aumentó la crisis en el 

servicio de salud. Tal como lo revela la Defensoría del Pueblo (2025), en la cual 

conmina al Gobierno a tomar medidas urgentes ante cifras de crisis en salud.  

Para Guerrero (2011), el sistema de salud en Colombia, está compuesto 

por un amplio sector de seguridad social financiado con recursos públicos y un 

decreciente sector privado. Su eje central es el Sistema General de Seguridad 

Social en Salud - SGSSS. La afiliación al sistema es obligatoria y se hace a 

través de las Entidades Promotoras de Salud (EPS), públicas o privadas, que 

reciben las cotizaciones y, a través de las Instituciones Prestadoras de 

Servicios (IPS), ofrecen el Plan Obligatorio de Salud (POS) o el POS-S para los 

afiliados al régimen subsidiado. Guerrero (2011) en su artículo, expone la 

situación del sistema argumentando que el sector exclusivamente privado es 

utilizado por la clase alta y un sector de la población de ingresos medios que, 

por carecer de cobertura o en busca de mejores condiciones de acceso que 

ofrece el SGSSS, acude a la consulta privada. 

El funcionamiento del régimen contributivo del Sistema General de 

Seguridad Social en Salud - SGSSS establece que los recursos deben 

entregarse a la EPS que los trabajadores elijan libremente. Las Entidades 

Promotoras de Salud- EPS se encargan de afiliar y registrar a los usuarios, así 

como de organizar y garantizar la prestación del POS. Las EPS también 

remiten las cotizaciones de los trabajadores a la Administradora de los 

Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud - ADRES, el cual 

les devuelve una Unidad de Pago por Capitación- UPC, por cada persona de la 

familia afiliada. La UPC debe ser equivalente al valor actuarial, por grupo de 

edad y sexo de los servicios del POS. 

Ahora, la Administradora de los Recursos del Sistema General de 

Seguridad Social en Salud - ADRES - es una entidad adscrita al Ministerio de 



Salud y Protección Social, con personería jurídica, con autonomía 

administrativa, financiera y patrimonio autónomo. La ADRES fue creada con el 

fin de garantizar el flujo de los recursos y realizar los respectivos controles a la 

ejecución de estos. Estos recursos son inembargables porque tienen una 

especial protección, teniendo en cuenta su destinación legal, que es la 

prestación del servicio de salud. En efecto, el artículo 25 de la Ley 1751 de 

2015 indica:  

“DESTINACIÓN E INEMBARGABILIDAD DE LOS RECURSOS. Los 

recursos públicos que financian la salud son inembargables, tienen 

destinación específica y no podrán ser dirigidos a fines diferentes a los 

previstos constitucional y legalmente”. 

Para apuntalar lo anterior, hay que recordar que los recursos girados por 

parte de la ADRES a las Empresas Sociales del Estado, entre otras, tiene 

como objetivo garantizar el servicio de salud de los afiliados y, además cumplir 

con la obligación de cancelar dicho servicio a la red pública y privada que lo ha 

prestado o prestará a los usuarios. 

En Colombia el artículo 194 de la Ley 100 de 1993 estableció la 

naturaleza jurídica de las Empresas Sociales del Estado, dirigida a la 

prestación de servicios de salud en forma directa por la Nación o por las 

entidades territoriales, y esta se hará solo a través de las Empresas Sociales 

del Estado, constituyéndose a su vez en una categoría especial de entidad 

pública descentralizada, con personería jurídica, autonomía administrativa y 

financiera, creadas por la Ley, por las asambleas o concejos municipales, 

según el caso, sometidas al régimen jurídico de la norma citada. 

A su turno, el artículo 195 ibídem, contempló el régimen jurídico de las 

Empresas Sociales del Estado y dispuso que su objeto es la de prestar los 

servicios de salud, como servicio público a cargo del Estado o como parte del 

servicio público de seguridad social y por tratarse de una entidad pública podrá 

recibir transferencias directas de los presupuestos de la Nación o de las 

entidades territoriales. 



 Ahora, con relación a los fondos o recursos públicos girados por parte de 

la ADRES a las E.S.E. y aquellos que tienen como fuente de financiación y que 

son cotizados a través del Sistema General de Seguridad Social en Salud –

SGSSS; cobra una importancia la inembargabilidad de los mismos, por cuanto 

se ha determinado como un principio fundamental que busca la protección de 

los fondos y bienes estatales, garantizando de esta manera su disponibilidad 

para el cumplimiento de los fines del Estado. No obstante, por vía 

jurisprudencial se establecieron tres excepciones a la inembargabilidad de los 

fondos estatales, lo que permitió el embargo de los recursos públicos en 

circunstancias específicas y bajo determinadas condiciones. Teniendo en 

cuenta este precedente, la inembargabilidad de los recursos y fondos estatales 

tiene un fundamento de rango constitucional, empero, las excepciones que lo 

enmarcan se han venido dando como consecuencia de la misma interpretación 

que las Altas Cortes le han hecho considerando la protección de todo el marco 

jurídico estatal.  

Por consiguiente, las excepciones establecidas en torno a la 

inembargabilidad de los fondos y bienes del Estado, se encuentran 

enmarcadas dentro de un marco jurídico específico, buscando equilibrar la 

protección de los intereses públicos con la necesidad de hacer efectivas las 

deudas y obligaciones contraídas por el Estado, pero a raíz de las mismas, los 

jueces de la República han caído en la mala praxis por la indebida 

interpretación a dichas excepciones al momento de dictar medidas cautelares, 

conllevando consigo a la vulneración del mismo principio y trayendo así mismo 

problemas de tipo administrativo y asistencial en la prestación de los servicios a 

la salud por parte de las Empresas Sociales del Estado, creadas con el 

propósito de atender las necesidades básicas de la población.  

Todas estas situaciones encierran una problemática común enmarcada 

en que la praxis judicial no hace una aproximación general a la figura de la 

inembargabilidad de los recursos públicos, así como no se entiende el porqué 

los jueces aplican erróneamente la excepción a la inembargabilidad de los 

recursos del sector salud sabiendo de que existe un precedente jurisprudencial 

y normativo que rige la concurrencia de la aplicabilidad del mismo. A partir de 

todo lo anteriormente expuesto surgen las siguientes preguntas: 



¿Qué situaciones surgen a partir del análisis sobre la excepción de 

inembargabilidad a los recursos de la E.S.E Hospital La Unión en la vigencia 

2023-2024? 

¿Cuáles serían las consecuencias generadas en la prestación del servicio de 

salud, a partir de las providencias judiciales al decretar medidas cautelares 

sobre los recursos de la E.S.E Hospital La Unión durante la vigencia 2023- 

2024? 

¿A cuáles de los recursos públicos se les aplica la excepción a la 

inembargabilidad, al emitir medidas cautelares en contra de la E.S.E Hospital 

La Unión? 

MARCO METODOLOGICO 

En una investigación una de las decisiones iniciales cuando se planea su 

diseño se relaciona con la elección del enfoque o paradigma que se utilizará. 

Por ser una investigación de tipo jurídico  se identifica un enfoque que  ofrece 

muchas potencialidades para perfeccionar el quehacer profesional, y es el 

enfoque de investigación cualitativa, la cual es de mucho interés actualmente, 

en el campo del Derecho, debido a la popularidad de su práctica en el contexto 

de las ciencias sociales en los últimos años, lo que ha permitido su expansión, 

pero a la vez la profundización en las teorías y las metodologías que la 

sustentan. Cada vez este tipo de metodología responde a más interrogantes de 

interés jurídico y todo se debe a que está inmersa en las prácticas 

profesionales cotidianas. 

La esencia del Derecho como rama de las ciencias sociales es de 

carácter cualitativo tal como Aranzamendi (2008, p. 175) lo expresa: “Para 

sostener aún más la esencia cualitativa del Derecho y que, en consecuencia, 

deberían tener presente los investigadores sobre los fenómenos jurídicos, son 

los fines del Derecho. El fin supremo del Derecho es la justicia. Tiene como fin 

la constante búsqueda de la justicia. La justicia como sustrato del Derecho es 

un valor cualitativo y es su esencia cualitativa lo que diferencia al Derecho de 

las demás ciencias sociales, concluye el citado autor”. Esto significa que para 

un abogado es muy importante adquirir la capacidad de interpretar de forma 



subjetiva la realidad de los hechos para que su abanico de oportunidades se 

expanda al momento de proponer soluciones a diferentes situaciones. Por su 

parte, Humberto Cerroni, citado por A. Espinoza (2008, p.73) considera que 

para sostener la misma esencia cualitativa debe tenerse en cuenta el objeto del 

Derecho, el mismo que puede conducir a dos conclusiones: a) Construir las 

categorías jurídicas abstraídas de las relaciones sociales concretas y b) 

Construir categorías jurídicas que reproducen una estructura social 

determinada. 

Ahora bien, si observamos la realidad de la ciencia del Derecho emana 

una pregunta que surge a partir de esa realidad: ¿Existe investigación jurídica? 

Los investigadores concuerdan con la respuesta dada por Nizama et al (2020, 

p.74): sí existe investigación jurídica; pero contrario a los resultados o hallazgos 

obtenidos en otras ciencias exactas como la medicina, física o biología, los 

cuales poseen un gran impacto, en la ciencia del Derecho dichos hallazgos 

pueden repercutir sobre una masa social específica pero también repercuten 

en la mejora de las condiciones de vida de las personas. Tal vez los 

descubrimientos obtenidos en las disciplinas jurídicas, no se traducen en 

progresos tecnológicos, sino a la inversa, son aquellas disposiciones 

normativas de relevancia social ya que las evidencias muestran que, 

desgraciadamente con leyes ni códigos, no se resuelven aún las condiciones 

de pobreza en gran parte de la población. 

 Es así, que el autor Fix- Zamudio (1995, p. 416) sin pretender configurar 

un concepto de investigación jurídica nos recuerda que puede concebirse la 

investigación jurídica como “la actividad intelectual que pretende descubrir las 

soluciones jurídicas adecuadas para los problemas que plantea la vida social 

de nuestra época, cada vez más dinámica y cambiante, lo que implica también 

la necesidad de profundizar en el análisis de dichos problemas, con el objeto 

de adecuar el ordenamiento jurídico a dichas transformaciones sociales, aun 

cuando formalmente parezca anticuado”. 

Con respecto al concepto de investigación cualitativa -Lino Aranzamendi 

en su libro Investigación Jurídica (2015, p. 148) tiene dicho que- esta 

investigación “está orientada principalmente hacia la descripción y la 



comprensión de una situación o fenómeno (caso del Derecho) a diferencia de 

la cuantitativa que se centra en la cuantificación, predicción y control. En la 

investigación cualitativa -el precitado autor agrega- que el conocimiento se 

construye, no se descubre. Con regularidad se tiende a observar, a describir e 

interpretar lo que se encuentra en los datos (documentales o no), y solo tiene 

sentido para esa situación o contexto determinado. Los métodos cualitativos 

centran su interés en los escenarios naturales y reales en los que los seres 

humanos interaccionan y se desenvuelven. En estos casos, también 

prevalecen el análisis y práctica de los valores en tanto estos influyen en el 

análisis de los problemas y la construcción de las teorías y modelos jurídicos”. 

Por lo tanto, el abordaje que se hace en esta investigación corresponde al 

paradigma cualitativo, enfoque jurídico con fundamento en el análisis de 

información secundaria. Para la consecución de los resultados se recurre al 

muestreo teórico como la herramienta metodológica necesaria, integrando un 

total de cuatro sentencias proferidas por despachos judiciales en los que se 

encuentra el Juzgado Segundo Administrativo Oral del Circuito Judicial de 

Sincelejo bajo el radicado 70001333300220190005600 y el proceso No. 

70001333300220130007200, en ambos procesos mediante autos del primero 

(1) de febrero del 2024, se decretaron medidas cautelares de embargo de los 

recursos de la E.S.E. Hospital La Unión, sin tener en cuenta lo preceptuado 

normativamente en el artículo 25 de la Ley 1751 de 2015. De igual manera en 

el proceso de radicado No. 70708318900220210004900, dirigido por el 

Juzgado Segundo Promiscuo del Circuito de San Marcos (Sucre), mediante 

auto del día 24 abril de 2023, se decretó medidas cautelares de embargo sobre 

las cuentas de la E.S.E. Hospital La Unión; la misma situación aconteció con el 

Juzgado Primero Promiscuo del Circuito de San Marcos (Sucre), en los  

procesos número 70708318900120130002200 y 70708318900120130002300, 

donde el juez del despacho, dictó medidas de embargo y retención de los 

recursos de la entidad plurimencionada. Aspectos que serán considerados 

dando respuesta a la pregunta problematizadora. Como el objeto central de 

observación es la jurisprudencia constitucional y del Consejo de Estado, se 

acudió a la hermenéutica jurídica como método de análisis y algunos 

elementos de la metodología de la línea jurisprudencial en las búsquedas y 



clasificación de las sentencias, sin que en estricto sentido haya sido 

desarrollada. 

HALLAZGOS Y ANÁLISIS 

La conceptualización de una investigación requiere de un arduo y 

concatenado enlace de ideas que ayuden al lector a inhalar la temática y 

comprender los aspectos importantes para el investigador. Por ello enmarcar 

teóricamente la investigación es un hecho trascendental para la misma. Es así 

como los investigadores quieren comenzar desglosando el concepto de 

embargo en el lenguaje colombiano. Para la RAE es la retención, traba o 

secuestro de bienes por mandamiento de juez o autoridad competente. Lo que 

significa que inembargabilidad es todo lo contrario ya que este concepto se 

aplica a bienes o recursos que no se pueden embargar. 

Por derecho a la salud se entiende el acceso a los servicios de promoción 

de la salud, de prevención y curación de enfermedades y de rehabilitación en 

los casos de deterioro de la salud. Esta categoría abarca también el acceso a 

una alimentación adecuada, a condiciones de trabajo sanas y seguras y a 

servicios de apoyo para el cuidado de la salud. 

Según la Organización Mundial de la Salud (OMS), un Sistema de salud, 

es la estructura social que está constituida por el conjunto de personas y 

acciones destinados a mantener y mejorar la salud de la población. De igual 

manera, los recursos de salud, es un subsistema que proporciona información 

sobre la infraestructura disponible en las unidades médicas, considerando tanto 

recursos humanos, financieros como materiales. De acuerdo con la parte 

financiera, las principales fuentes de financiación del sistema de salud en 

Colombia son las cotizaciones de los afiliados al régimen contributivo y los 

recursos fiscales provenientes de los aportes del Presupuesto General de la 

Nación, incluyendo las transferencias por el Sistema General de 

Participaciones. 

La inembargabilidad, según el diccionario panhispánico del español 

jurídico es el privilegio de determinados recursos y bienes que no pueden ser 

objeto de embargo. 



Colombia es un Estado Social, constitucional y democrático de Derecho 

que tiene por principio rector el de primacía constitucional. Este modelo político 

se caracteriza por la presencia de unos principios considerados en ocasiones 

normas morales y en otras normas jurídicas como lo expone Estrada (2010). 

En consecuencia, para los colombianos un principio es la base de una norma 

que rinde primacía frente a las demás fuentes del Derecho. Estos principios se 

ven reflejados en la Constitución Política Colombiana y Leyes emanadas por la 

rama legislativa que fijan criterios con relación al ordenamiento jurídico.  

Basados en lo anteriormente expuesto, la Constitución Política de 

Colombia de 1991, establece en su artículo 63 que los bienes de uso y 

destinación pública son de carácter imprescriptible, inalienable e inembargable. 

Lo que quiere decir que, en Colombia dentro del ordenamiento jurídico existen 

bienes y recursos estatales cuya embargabilidad es prohibida, entre los que se 

encuentran los dineros con destinación específica como son los de la salud; 

cuyo fin esencial es la prestación del servicio de la salud a los habitantes del 

territorio colombiano, situación que conlleva a ser sujeto de especial protección 

tanto ante los entes de control estatales como en los procesos judiciales 

dirigidos por sus operadores, sean jueces o magistrados según cada caso 

particular.  

Teniendo en cuenta este precepto, la inembargabilidad como principio 

aplicado a los bienes, fondos y a los recursos públicos tiene fundamento 

jurídico basado en la Constitución Política y normativamente en el artículo 25 

de la Ley 1751 de 2015 donde se indica, la destinación y la inembargabilidad 

de los recursos o dineros públicos que financian la salud que cuentan con 

destinación específica, por lo que no podrán ser utilizados a fines diferentes a 

los previstos constitucional y legalmente como los son los recursos del Sistema 

General de Seguridad Social en Salud – SGSSS y  aquellos provenientes de la 

Administradora del Sistema General de Seguridad Social en Salud – ADRES. 

No obstante, el mismo ordenamiento por vía jurisprudencial ha 

establecido que el principio de la inembargabliadad de los recursos públicos no 

es absoluto y por lo tanto la Corte Constitucional mediante sentencia C-354 de 

1997, declaró la exequibilidad condicionada del artículo 19 del Decreto 111 de 



1996, teniendo en cuenta que los créditos en cabeza del Estado, ya sean 

determinados en sentencias o en otros títulos legalmente constituidos, puedan 

ser exigibles a través de procesos ejecutivos con medidas cautelares de 

embargo y retención de los recursos públicos. Por lo que fijó como excepciones 

las siguientes:  

I. La primera excepción tiene que ver con la necesidad de satisfacer 

créditos u obligaciones de origen laboral con miras a efectivizar el 

derecho al trabajo en condiciones dignas y justas. 

II. La segunda regla de excepción se refiere al pago de sentencias 

judiciales para garantizar la seguridad jurídica y el respeto de los 

derechos reconocidos en dichas providencias. 

III. La tercera excepción a la cláusula de inembargabilidad del 

Presupuesto General de la Nación se origina en los títulos emanados del 

Estado que reconocen una obligación clara, expresa y exigible. 

Dichas excepciones se han venido dando como consecuencia de la misma 

interpretación que las Altas Cortes le han hecho, considerando la protección de 

todo el marco jurídico estatal. 

La salud en Colombia es un derecho básico que propende resguardar la 

vida de todos los colombianos. El sistema que dirige las instituciones que 

prestan estos servicios cuenta con una serie de normas que se supervisan a 

través de entidades del Estado y es éste quién proporciona la mayor inversión 

económica para garantizar un servicio de salud eficaz y financiado para sus 

habitantes. Sin embargo, muchas entidades prestadoras del servicio malversan 

los fondos o sus gerentes no cumplen con sus funciones y terminan con unas 

deudas impagables antes las empresas que les prestan servicios en 

suministros de medicamentos, implementos, etc. Por lo que se presentan 

constantemente demandas y juicios en su contra. Es frecuente ver en los 

despachos judiciales demandas ejecutivas en contra de las Empresas 

Prestadoras de Salud y en muchas ocasiones sus fiducias son bloqueadas por 

decisiones de jueces que frecuentemente mal interpretan las normas.  



Esta investigación es relevante jurídicamente porque permite abordar la 

problemática que ralentiza y en muchas ocasiones paraliza el funcionamiento 

de las E.S.E porque no pueden disponer de los dineros que perciben y por 

tanto no puede cumplir con brindar un buen servicio de salud a los habitantes 

de la región donde se haya. Así mismo esta investigación genera un impacto 

social porque ayudaría a los asesores jurídicos de esas entidades a encontrar 

soluciones para resolver procesos que obstaculizarían la misionalidad de estos 

entes, y así los habitantes pueden obtener servicios de calidad, su planta de 

personal puede obtener sus salarios a tiempo y su planta física gozaría de 

mantenimiento adecuado para que todo opere óptimamente.  

En lo concerniente  con el principio de la inembargabilidad, es necesario 

tener en cuenta que existen normas que lo sustentan tales como el artículo 63 

de la Constitución Política de 1991, que establece que la inembargabilidad 

general, ha sido reconocida como una garantía que se requiere para 

resguardar los recursos destinados a satisfacer los fines del Estado. El 

desarrollo normativo de esta ha provocado un sin número de conflictos con el 

principio de seguridad jurídica, el acceso a la justicia, la propiedad, entre otros.  

La Honorable Corte Constitucional en sentencia T-053 del 18 de febrero 

de 2022, refiriéndose al marco normativo y jurisprudencial en torno al principio 

de inembargabilidad y la destinación específica de los recursos del Sistema de 

Salud, su alcance y excepciones determinó que el operador del Juzgado 

Quince Civil del Circuito de Barranquilla realizó una incorrecta interpretación del 

principio de inembargabilidad y sus excepciones, que le llevó a imponer 

extensivamente medidas cautelares a recursos de cotizaciones depositados en 

una cuenta maestra de recaudo de la Entidad Promotora de Salud Coomeva. 

Lo que conllevó a revocar la medida impuesta y ordenó devolver los dineros 

que habían sido retenidos, teniendo en cuenta que el decreto de cautelas 

judiciales sobre esta clase de rubros no ha tenido el reconocimiento de esta 

Corporación alegando que las excepciones a la inembargabilidad exigen una 

interpretación estricta y restrictiva, de lo contrario se superpondrían otros 

principios y derechos por encima del interés público de preservar los recursos 

destinados a garantizar la salud. 



De igual manera, la Corte Constitucional en sentencia C-192 de 2005, 

manifestó la importancia que tiene constatar de dónde proceden los recursos 

embargados, teniendo en cuenta que en el ordenamiento jurídico colombiano, 

únicamente la autoridad judicial competente, que expidió la orden de embargo 

dentro del proceso del cual conoce, es quien, una vez obre en el expediente la 

constancia sobre la naturaleza de los recursos, determinará si procede el 

desembargo, o si continúa con el mismo, o si decide ordenar el desembargo, 

por la sencilla razón de que el juez del caso es quien conoce su fuente, empero 

que se está ante recursos del Presupuesto General de la Nación, la situación 

objeto de su decisión se enmarca dentro de las excepciones al principio 

general de inembargabilidad. 

Ahora, las instituciones que ofrecen servicios de salud como la E.S.E de 

La Unión ubicada en el municipio que lleva ese mismo nombre en el 

departamento de Sucre, de carácter oficial que brinda atención 

aproximadamente a 14.000 habitantes, no sólo del casco urbano sino de sus 

corregimientos y veredas, es una de las muchas que tienen problemas de 

carácter administrativo debido a la mala gestión gerencial que ha venido 

ocurriendo durante años. Esta situación ha generado la congestión en la 

atención, la escasez de suministros y el pago inoportuno de sus empleados 

entre otras situaciones que han obligado a proveedores y empleados a 

demandarla por incumplimiento en sus contratos.  Se suma a esto los fallos de 

cuatros (4) procesos ejecutivos que cursan en diferentes despachos judiciales, 

donde decretan medidas cautelares de embargo y retención de recursos 

públicos que tienen connotación de inembargables. 

Al analizar el alcance del sistema público de prestación de servicios de la 

salud en Colombia y los recursos públicos para su efectiva operación, se 

encontró que en Colombia el sistema de salud está compuesto por el Sistema 

General de Seguridad Social en Salud (SGSSS), el mismo se divide en dos 

regímenes: el contributivo y el subsidiado, cubriendo el 95% de la población, 

teniendo un desempeño positivo en comparación con otros países. Sin 

embargo, el sistema de salud de Colombia requiere una optimización en el uso 

de los recursos y así poder garantizar la sostenibilidad financiera de todas las 

Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud. (Guerrero, 2011). 



Ahora, frente a las fuentes de los recursos destinados a este sector se 

tiene en cuenta que: Los recursos para el sistema de salud provienen de los 

recursos fiscales, los del Sistema General de Participaciones asignado para la 

salud se distribuye entre las entidades territoriales y la Administradora de los 

Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud, y aquellos que 

reciben los entes territoriales por el remanente del Sistema General de 

Participaciones para financiar programas de salud pública y subsidios a la 

oferta. 

La prestación de Servicios de Salud en Colombia se encuentra 

reglamentada por la Política Nacional de Prestación de Servicios de Salud, 

obedeciendo a la Ley 1122 de 2007 y sus decretos reglamentarios, cuyo 

principal objetivo es garantizar el acceso y la calidad de los servicios, optimizar 

el uso de los recursos, promover los enfoques de atención centrada en el 

usuario y lograr la sostenibilidad financiera de las Instituciones Prestadoras de 

Servicios de Salud Públicas. 

La Constitución Política de 1991, en su artículo 49, declara que la salud 

es un servicio público a cargo del Estado, garantizando a todos el acceso a 

servicios de salud. La Ley 60 de 1993 impulsó la descentralización, delegando 

responsabilidades a las entidades territoriales, mientras que la Ley 100 de 1993 

creó el Sistema General de Seguridad Social en Salud (SGSSS). El SGSSS es 

el sistema que actualmente organiza la prestación de servicios de salud en 

Colombia.  

La Ley 60 de 1993, en su momento, fue vista como un paso importante 

hacia la descentralización del sistema de salud. Sin embargo, también generó 

desafíos en la transición hacia el SGSSS y en la coordinación de funciones 

entre diferentes entidades. La Ley 100 de 1993, por otro lado, estableció el 

marco legal para la creación del SGSSS y definió los principios que lo rigen, 

como la universalidad y la solidaridad.  

De lo anterior, entramos a analizar las providencias acerca del decreto de 

medidas cautelares sobre los recursos de la E.S.E Hospital La Unión, a saber 

las siguientes: 



Juzgado Segundo Administrativo Oral del Circuito Judicial de Sincelejo 

bajo el radicado 70001333300220190005600 y el proceso No. 

70001333300220130007200, en ambos procesos mediante autos del primero 

(1) de febrero del 2024, se decretó medidas cautelares de embargo de los 

recursos de la E.S.E. Hospital La Unión, sin tener en cuenta lo preceptuado 

normativamente en el artículo 25 de la Ley 1751 de 2015. 

De igual manera en el proceso con radicado No. 

70708318900220210004900, dirigido por el Juzgado Segundo Promiscuo del 

Circuito de San Marcos (Sucre), mediante auto del día 24 de abril de 2023, se 

decretó medidas cautelares de embargo sobre las cuentas de la E.S.E. 

Hospital La Unión; la misma situación aconteció con el Juzgado Primero 

Promiscuo del Circuito de San Marcos (Sucre), en los procesos número 

70708318900120130002200 y 70708318900120130002300, donde el juez del 

despacho, dictó medidas de embargo y retención de los recursos de la E.S.E. 

Hospital La Unión.  

En los cincos procesos dictaron medidas de embargo sobre dineros del 

Sistema General de Seguridad Social en Salud – SGSSS y aquellos 

provenientes de la Administradora del Sistema General de Seguridad Social en 

Salud – ADRES. 

Al indagar sobre la excepción a la inembargabilidad, por los cuales ha 

fallado la praxis judicial al emitir medidas cautelares en sus providencias, 

encontramos que recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud 

– SGSSS y  aquellos provenientes de la Administradora del Sistema General 

de Seguridad Social en Salud – ADRES, han sido retenidos a través de autos 

sin tener en cuenta la normatividad vigente y a la luz de ser descritos en la 

Constitución Política como inembargables, lo que llevó a concluir, que los 

jueces al decretar las medidas cautelares de embargo, no distinguen cuáles 

son los recursos a los que no se les aplica dichas excepciones, y lo que hacen 

es homogenizar, todos los recursos sin distinción alguna, trayendo consigo un 

problema de tipo jurídico, financiero y administrativo para estas entidades que 

administran estos recursos y en el peor de los casos ocasionando una parálisis 

funcional en la prestación del servicio de salud de los ciudadanos del municipio 

de La Unión, Departamento de Sucre. 



Finalmente, los autores consideran que esta investigación aporta material 

importante como precedente para que los operadores judiciales logren aplicar 

de manera correcta el principio de inembargabilidad de los recursos públicos en 

especial los del sector salud, teniendo en cuenta que es un servicio de vital 

importancia para la sociedad y que de esta manera no se vea afectada la 

prestación de éste con las medidas cautelares impuestas sobre dineros sobre 

los cuales no recae la excepción. 
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